Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 42 minutos) 

Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“La Coordinadora de Colectivos de la Diversidad Sexual en Apoyo al Proyecto de Unión 
Concubinaria solicita entrevista para discutir sobre dicho proyecto. Por Colectivo Ovejas Negras, 
E.E.L.M.S., LGTIB Amnistía Internacional, Grupo Fénix Uruguay, Voces del Arco Iris, H.P.!, A.L.U. y 
Grupo de Familiares de Personas LGTB, firman la nota: Claudia Rodríguez y Fernando Frontán. 


-Se repartió la opinión del profesor doctor Heber Arbuet sobre la Corte Penal Internacional.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero trasmitirles que, hace unos minutos, hablé con el Secretario del 
Congreso Nacional de Intendentes quien me manifestó que la contestación a la nota que cursamos 
estaba para ser firmada por el Presidente Vidalín. Allí nos señalan que están de acuerdo con este 
artículo 3% que les enviamos para consulta y solicitan que, además de las actividades industriales, 
agropecuarias, comerciales o financieras, se agregue también la de servicios. 


SEÑOR SANGUINETTI.- La expresión “servicios” es de carácter genérico; puede haber servicios 
comerciales, financieros, etcétera. No sé qué es lo que se quiere abarcar aquí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que la opinión del Congreso Nacional de Intendentes a la que 
me he referido fue resuelta el jueves anterior a la Semana de Turismo, mientras que los dos artículos 
propuestos por el señor Senador Gallinal, llegaron el día viernes, por lo que aún no se han expedido 
sobre ellos. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera hacer algunas preguntas al proponente de los artículos que se han 
presentado. 


De acuerdo con la mecánica que se ha propuesto, el Gobierno Departamental inicia 
conversaciones con una empresa para obtener determinado servicio, envía el proyecto a la Junta 
Departamental, ésta lo aprueba y se pasa la iniciativa al Poder Legislativo para su aprobación, de 
manera que el Gobierno Departamental esté en condiciones de firmar el acuerdo de empresa mixta. El 
artículo propuesto por el señor Senador Gallinal plantea que, cuando no haya un plazo expreso, se 
resuelva por dos tercios. 


Independientemente de la aprobación por este número en la Junta Departamental, me 
pregunto si lo que se plantea es que pase una sola vez por la Junta —previamente a que venga al 
Parlamento- o dos veces. 


Por otro lado, el tema del Tribunal de Cuentas no inhibe otros controles que pudieran surgir 
del propio contrato de la empresa mixta que se conforme. De repente, puede suceder que un privado 
diga que no le alcanza con el Tribunal de Cuentas y que quiere una auditoría. Aclaro que hago estas 
consultas a los efectos de conocer los alcances de esta iniciativa. 


SEÑOR GALLINAL.- Con respecto al artículo 4%, está redactado según los términos del planteamiento 
que efectuáramos en la última reunión de la Comisión. El hecho de que un Gobierno Departamental 
decida intervenir en una asociación de estas características, supone que se va a lograr un consenso, 
un respaldo o, por lo menos, una aprobación a nivel del sistema político del departamento en aquellos 
casos en los que se exceda el mandato del Intendente proponente o que no exista plazo, por lo que 
también se estaría excediendo el mandato. Creemos que sería muy bueno lograr un respaldo de esta 
índole que, además, va de la mano con condiciones de características más o menos similares que se 


establecen en el caso de gastos que excedan el período de Gobierno, de acuerdo con lo que surge de 
la Ley Orgánica Municipal, donde se exigen esos dos tercios. 


En consecuencia, la respuesta sería sí y por una sola vez; es decir, el Intendente Municipal le 
propone a la Junta Departamental una inversión de determinadas características, logra la aprobación 
mediante dos tercios y eso lo habilita para que llegue luego la solicitud de ley para terminar de cerrar la 
conformación del contrato correspondiente. 


La intervención del Tribunal de Cuentas está dispuesta en función de lo que establece el 
artículo 211 de la Constitución de la República. No le dimos carácter preceptivo o previo; simplemente 
le damos la facultad o competencia para intervenir en las etapas previas a la formalización de la 
participación y sí establecemos la necesidad de que intervenga en todos los gastos y pagos que 
requieran dichas participaciones, tal como es de norma que intervenga el Tribunal de Cuentas en todos 
los gastos y pagos que realizan los gobiernos municipales. 


Este es, en síntesis, el alcance que pretendemos dar a los dos artículos. 


En lo personal, consulté -esta no es una opinión representativa del Congreso de Intendentes- 
expresamente, por razones obvias, al Intendente de Lavalleja, escribano Vergara, y a él le pareció muy 
bien lo de la mayoría especial de la Junta. Mencionó que para llevar adelante un emprendimiento de 
estas características él quisiera tener un respaldo de esa dimensión. Por supuesto, también le pareció 
correcta -no es más que la aplicación de la Constitución de la República- la intervención del Tribunal de 
Cuentas en los gastos. 


SEÑOR ABREU.- Estoy tratando de seguir el hilo conductor de la sesión pasada, lo cual me lleva a 
reflexionar sobre dos aspectos. Uno de ellos es el que tiene que ver con la naturaleza de la actividad 
que se va a desarrollar; y, el otro, con la forma en que se va a canalizar desde el punto de vista 
jurídico. 


Todavía tengo algunas dudas respecto a ciertas actividades -sobre todo, aquellas que fueron 
propuestas por la señora Senadora Percovich- que, desde el punto de vista de la Ley Orgánica 
Municipal, creo que no están contempladas dentro de la materia municipal. Me preocupa mucho hablar 
de actividades financieras por cuanto tienden a una excesiva descentralización y pueden tener algunas 
derivaciones que podrían repercutir en la política financiera sobre los órganos de contralor, e incluso 
hasta en el propio funcionamiento de una actividad tan delicada como ésta que tiene connotaciones 
muy importantes. Concretamente, tengo dudas sobre la materia financiera, pero también sobre alguna 
parte de la propuesta del señor Senador Gallinal, pues a mi me gustaría que se tratara de una mayoría 
de la Junta Departamental en todo caso. 


(Dialogados) 


SEÑOR GALLINAL.- Le solicité una interrupción al señor Senador Abreu porque omití dar una parte 
del fundamento que es muy importante. El artículo 4% del proyecto de ley se basa en una disposición 
constitucional que establece que aquellos gastos que excedan el mandato, requieren dos tercios de 
votos. 


SEÑOR ABREU.- Está claro y lo entiendo. Lo que sucede es que el mandato constitucional está para 
observar. Ahora bien, lo que podemos hacer por ley es establecer un mandato para la Junta 
Departamental que exija una mayoría especial. Digo esto a efectos de poder hallar una salida al tema, 
sin que ello signifique una eliminación de un dique de contención de esta naturaleza que termine 
exacerbando la autonomía departamental por las angustias y las preocupaciones que los Gobiernos 
Departamentales tienen por falta de recursos o de interés de parte del sector privado. Tenemos que 
encontrar una solución tal que nos permita lograr los consensos políticos necesarios para que esto no 
termine generando luego un enfrentamiento en función de los resultados —que no en todas las 
empresas son exitosos, pero ¡ojalá lo fueran!- y provocando así un enrarecimiento del relacionamiento 
político. En realidad, lo que debería buscarse sería elementos que fortalezcan los acuerdos para 
desarrollar el departamento con proyectos de carácter empresarial. Esa es mi preocupación. 


Entonces, quedamos con el criterio de hacerlo en todo caso. 


Por otra parte, comparto el artículo 5* relativo al Tribunal de Cuentas porque la legalidad está 
dentro de la competencia constitucional y no es una opinión de mérito. Creemos que esto va a ayudar 
muchísimo al propio disciplinamiento de los Gobiernos Departamentales, en la medida en que con 
apoyo político suficiente y con determinados controles ya preestablecidos podamos ingresar, no ya en 
el ámbito de la desconfianza, sino en la posibilidad de canalizar en forma armónica las inquietudes de 
la asociación de los Gobiernos Departamentales con el sector privado. 


Estas son algunas de las reflexiones que me merece este tema. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Mi orden de reflexión se remonta al principio mismo de las propuestas que se 
están haciendo aquí: apunta al hecho de si es posible, desde el punto de vista constitucional, que un 
Gobierno Departamental participe de una actividad de tipo comercial o industrial bajo esas formas. 
Conforme a nuestro texto constitucional, estas actividades en la vida privada se rigen por el principio de 
la libertad, mientras que a nivel del Estado rige el principio opuesto, que es el de la especialidad. De 
modo que sólo en aquello que esté expresamente autorizado y con una competencia específicamente 
establecida, el Estado puede actuar. Es decir que partimos de la situación inversa. 


Por su parte, tengo mis serias dudas de que los Gobiernos Departamentales estén 
autorizados a desarrollar este tipo de actividades. 


Hace muchos años hubo un viejo debate cuando AMDET se creó como Ente Autónomo con 
las mismas características de los Entes nacionales. Dicho de otro modo, se partía de la base de lo que 
proponían las viejas normas con relación a este tema. Pero eso quedó por ahí no más, porque en 
realidad era un Ente Autónomo nacional que prestaba un servicio de naturaleza departamental. 


En la Constitución de 1967, de alguna manera se amplió la rigidez que tenía la Constitución 
anterior, que establecía que los servicios comerciales e industriales del Estado, necesariamente, eran 
regidos por Entes Autónomos. Ese principio, en general se mantiene pues no se distingue tajantemente 
las características de Entes como las de Servicio Descentralizado, tal como ocurría en otro momento. 
Pero, en cualquier caso, la alusión a la palabra “Estado” cuando se sugiere la posibilidad de que éste 
pueda también participar en organizaciones privadas siempre que ellas lo consientan, conforme a la 
lectura, a la Doctrina y a la intención que hubo, da la impresión que lo que pretende es referir al Estado 
como persona jurídica mayor y no a todas y cada una de las personas de naturaleza pública. 


De modo que, en mi opinión, estamos transitando por un camino que no está estrictamente 
en el marco de la Constitución. Sé que se ha discutido mucho y sé que los Gobiernos Departamentales 
lo han propuesto y debatido, pero mi impresión es que esto, de acuerdo con nuestro ordenamiento 
constitucional, no es posible. 


Si no recuerdo mal, se había planteado la posibilidad de hacer alguna consulta con 
especialistas en estos temas. 


SEÑOR GALLINAL.- Sí se hicieron; por lo menos, conozco una de ellas. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos la opinión del doctor Correa Freitas. 


SEÑOR MICHELINI.- Me encuentro en una situación inversa a la que planteaba el señor Senador 
Gallinal en la sesión pasada, cuando la Bancada de Gobierno presentó una propuesta que él quería 
consultar con algunos Intendentes de su confianza, lo cual me parece bien; mientras que en la sesión 
de hoy el señor Senador presenta otra propuesta que nosotros quisiéramos consultar con los 
Intendentes de nuestra confianza. 


Entonces, llegado a este punto tenemos dos caminos: aprobar los tres artículos y hacer las 
consultas que correspondan respecto al 4* y 5% de aquí a que este proyecto sea tratado en el Plenario, 
o bien lo mantenemos en el orden del día mientras nosotros hacemos las consultas a ese respecto. 


De alguna forma, el señor Senador Sanguinetti pone de manifiesto una duda que siempre 
puede estar presente cuando se tratan estos temas, pues habló de la posibilidad de generar instancias 
o situaciones que puedan significar un dolor de cabeza para el Estado. No obstante, quiero hacer el 
siguiente razonamiento, que creo va a contribuir a que el señor Senador pueda entender lo que 
estamos pensando. 


Observo que el señor Senador se pregunta a qué me refiero. En mi opinión, de sus palabras 
se desprende -aunque no lo ha explicitado- una especie de consejo en el sentido de “no votemos nada” 
o “no estoy de acuerdo; para qué votar”. Pero el tema es así: la bancada de Gobierno es proclive a 
que alguna de estas experiencias -observándolas muy de cerca con una lupa- se puedan realizar a 
nivel departamental. Esto ha sido reclamado por los Intendentes y también ha sido motivo de alguna de 
las campañas electorales que se llevaron a cabo a nivel de los Municipios para la elección del 8 de 
mayo de 2005. En consecuencia, tenemos dos caminos. Uno de ellos es armar una ley marco -de lo 
que no estamos tan lejos- para que los Intendentes que quieran incursionar en esto sepan a qué 
atenerse —porque igual va a haber ley y cuando ésta entre a consideración la vamos a analizar dentro 
de lo que puede ser este acuerdo multipartidario o de Estado-, o bien propiciar leyes que, obviamente, 
van a representar las mayorías políticas naturalmente más referidas a quien tiene la mayoría, que es lo 
que hemos tratado de evitar. 


Si armamos una ley marco, los intendentes que quieran incursionar en esto, van a tener 
ciertas reglas, van a buscar sus apoyos a nivel departamental —más allá de las mayorías que ahora 
propone el señor Senador Gallinal, sobre las cuales debemos hacer consultas- y, entonces, las leyes o 
propuestas de empresas mixtas que van a venir no tendrán “color político”. En caso de no haber una 
ley marco, nuestra preocupación es que al final alguna ley se habilite, como ocurrió en el caso de 
AMDET —más allá de la discusión constitucional- sin que haya una suerte de reglas primarias más 
claras. De todos modos, la ley va a estar y habrá que votarla; va a tener que haber un preacuerdo y se 
la va a poder mirar con una lupa aunque, naturalmente, antes va a pasar por la Junta Departamental. 


Entonces, estamos insertos en dos aspectos. Por un lado, el metodológico, que consiste en 
aprobar esto y tener una discusión en el mes de mayo para hacer las consultas sobre los artículos 4* y 
5%, o hacemos las consultas sobre estos artículos —tal como propuso el señor Senador Gallinal- y 
mantenemos el asunto en el orden del día; aclaro que me afilio a cualquiera de estas opciones. Por 
otro lado, existe un aspecto más de fondo. Podemos compartir algunas preocupaciones que se 
plantean, pero aspiraríamos a que hubiera una ley de reglas más macro, más marco, y no terminar 
votando alguna ley en función de mayorías sin que se dé un procedimiento más claro. Sé que se puede 
decir que esta ley es alentadora —y es un argumento atendible-, pero preferimos una norma que dé un 
marco, a que luego salgan algunas cosas sin todos estos mecanismos que sería bueno que estuvieran. 


Es lo que quería decir, señor Presidente. 


SEÑORA PERCOVICH.- Por mi parte, también prefiero una ley marco. Me parece que hemos venido 
legislando sobre esto —acá voy a discrepar con el señor Senador Sanguinetti- y ya tenemos 
antecedentes de innovación en este sentido o de desarrollo del marco constitucional con relación a las 
potestades de los Gobiernos Departamentales, a falta de una ley orgánica municipal que las explicite, 
que la estamos debiendo y que la vamos a tener que encarar, espero que este mismo año. 


La Ley N* 17.555, de reactivación económica, tiene algunos artículos —el 25, 26 y 27- que se 
refieren a los Gobiernos Departamentales y a las posibilidades de las sociedades comerciales. Por 
ejemplo, el 25 expresa que las sociedades comerciales respecto de las cuales un Órgano del Estado, 
incluyendo Entes Autónomos, Servicios Descentralizados o Gobiernos Departamentales o cualquier 
persona pública no estatal, sea tenedor de acciones o sea titular de participaciones, cualquiera fuere el 
porcentaje de las mismas dentro del capital social, deberán inscribirse en el Registro de Valores del 
Banco Central del Uruguay, etcétera. Quiere decir que ya existe una ley que está otorgando un 
desarrollo a lo que pueden hacer los Gobiernos Departamentales, en una lógica que me parece 
conveniente, ya que hace tiempo que estamos tratando de dar marco a los Gobiernos Departamentales 
para reglamentar el artículo de descentralización, así como los que se refieren a proyectos de 
descentralización y a proyectos productivos, donde los Gobiernos Departamentales -no solamente las 
Intendencias Municipales, sino también las Juntas Departamentales- se inscriban e incluso puedan 
realizar acuerdos, convenios, etcétera. 


Entonces, me parece que estamos legalmente cubiertos y, además, como se ha dicho aquí, 
esto va a pasar por una Junta Departamental, se va a convertir en ley, está reglamentado por la ley 
relativa a las sociedades comerciales y lo controlará el Tribunal de Cuentas, es decir que creo que nos 
estamos asegurando de que no sea una improvisación del momento y que después no recaigan 
responsabilidades sobre el resto del Estado por cuestiones fallidas. En todo caso, nos equivocaremos 
todos, pero habrá responsabilidades compartidas. 


En definitiva, entiendo que todos los artículos están bien pensados en cuanto a las 
necesidades, que nos dan seguridad y que los controles se van a establecer de una forma que me 
parece buena. Estimo que se trata de una herramienta marco que, en este momento, hay que dársela 
a los Gobiernos Departamentales y que, a mi juicio, deberíamos habérsela dado hace bastante tiempo. 


SEÑOR SANGUINETTI.- El hecho de que alguna otra ley haya incursionado en este territorio no 
invalida las dudas constitucionales que planteo. En todo caso, la norma que la señora Senadora 
menciona será tan inconstitucional como la que se está proponiendo ahora. De modo que este 
argumento, digamos, no me hace fuerza. 


Por otro lado, no se está yendo al fondo del asunto, es decir, a si es deseable o no este tipo 
de acción de los municipios. Personalmente, tengo reservas a este respecto, creo que esto no es 
deseable porque va expandiendo los cometidos municipales en territorios que la experiencia indica que 
terminan operando en desmedro de sus objetivos esenciales; pero este es otro debate que tendrá lugar 
en cada caso. Digo esto porque se prevé que, en cualquier hipótesis, cada propuesta será debatida 
con una ley específica, de modo que en cada circunstancia realizaremos el debate correspondiente. 


Lo que estoy discutiendo es el principio. Honestamente reconozco que me había olvidado 
que teníamos solicitadas opiniones jurídicas y, por lo que veo, ambas van en la misma línea de lo que 
estoy señalando, es decir, que no hay una atribución de competencia específica para generar este tipo 
de organismos en virtud de los cuales los Gobiernos Departamentales se introducen como socios en 
un banco o en una actividad comercial o industrial. Me parece que la Constitución no habilita este 
camino y que nos estamos yendo mucho más allá de lo que ya el propio Estado nuestro, con todas 
sus complejidades, estaba previendo. 


Recuerdo que en la Constitución de 1967 se intentó flexibilizar la participación del Estado y 
de ahí nació esa norma. Es decir que se pretendió darle algún marco más a la posible asociación, que 
era lo que se estaba buscando. La hipótesis anterior a 1967 tenía que ver con el Estado como 
exclusivo propietario de un Ente comercial o industrial; no había otra hipótesis. Entonces, en esa 
oportunidad se previeron estas hipótesis, pero se lo hizo para el Estado y no para los Gobiernos 
Departamentales o para otras entidades de naturaleza pública. Esto es lo que, mirando a prima facie 
los informes que tenemos, están diciendo los profesores, es decir, que no había una previsión de este 
tipo. 


Por esto vuelvo a señalar que mi discrepancia va con relación al principio; quizás sea un 
poco solitaria, pero allí queda. 


SEÑOR GALLINAL.- A los compañeros Senadores nacionalistas y a quien habla nos parece de recibo 
el planteamiento del señor Senador Michelini, en el sentido de tomarnos una o dos semanas más para 
hacer las consultas correspondientes con el objetivo de afinar el alcance del proyecto. 


En lo que me es personal, debo decir que en la reunión anterior había expresado las mismas 
dudas con respecto a la constitucionalidad. También es cierto que nosotros efectuamos la consulta en 
función de hacer aplicable para los Gobiernos Departamentales el artículo 188 de la Constitución; 
después decidimos tomar por otro camino aunque, para ser sincero, debo decir que no es tan diferente. 


Creo que vale la intención en tanto conocemos muchos casos en los que sería un muy buen 
instrumento para el Gobierno Departamental, pero no se puede decir que esto sea la generalidad ni 
que sea algo que se presenta permanentemente. 


Por eso, inclusive, habíamos avanzado respecto a la posibilidad de la ley en cada caso. Fue la 
primera objeción que habíamos realizado en este tema. 


Entonces, tomaríamos esa idea de poder hacer otras consultas y, de paso, también dejamos 
planteado que creemos que con la incorporación de las actividades financieras ya estaríamos entrando 
en otra dimensión, como lo señalaba el señor Senador Abreu. Por lo tanto, como vienen tiempos de 
reflexión, a quienes sugirieron incluir las actividades financieras, les planteamos la posibilidad de 
reflexionar acerca de quitar esa expresión, que puede generar muchos problemas y dudas y me parece 
que irían demasiado lejos. Digo esto porque, tengo mis dudas en cuanto a imaginar la incorporación, la 
inversión de un Gobierno Departamental en actividades financieras. De todos modos, reitero que 
habría que ver siempre el caso concreto, y por eso se establecen determinados aspectos en el inciso 
final del artículo 3*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entendemos que se pueden dar muchas posibilidades a los emprendimientos 
de este tipo, pero remarcando siempre que después es una ley la que va a aprobar cada caso, luego 
de su estudio. Mientras que el espíritu de esto es facilitar a ver qué tipo de situaciones son las que se 
generan, pensamos que el Ministerio de Economía y Finanzas va a controlar muy bien qué tipo de 
actividad financiera generar allí y es, justamente, en el caso de la ley, donde se va a considerar. 


SEÑORA PERCOVICH.- Si mal no recuerdo, el Tribunal de Cuentas, en alguna iniciativa de un 
Gobierno Departamental de emitir bonos —creo que fue el de Maldonado, concretamente el Intendente 
Burgueño- se expidió negativamente. El hecho de que la iniciativa tenga que ser enviada al Parlamento 
y pasar por el Tribunal de Cuentas e, inclusive, con el acuerdo de la Junta Departamental, nos da las 
seguridades de mirar con muchos ojos cuál es el emprendimiento financiero. Por ejemplo, el tema del 
uso de los fideicomisos puede ser una herramienta necesaria para los Gobiernos Departamentales y se 
puede entender como una actividad financiera. En cambio, una emisión de bonos, un Banco, etcétera, 
hay que mirarlos con muchísima atención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo que veo, habría acuerdo para dejar el tema para el martes próximo. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Quiero sumar algo al objeto de la reflexión de estos días. Más allá de los 
controles que, obviamente, este proyecto implica en lo que hace a la Junta Departamental primero y, 
luego, al propio tratamiento parlamentario del proyecto o la iniciativa que comprendiera alguno de los 
objetivos trazados en este proyecto de ley, recuerdo que el entonces Senador Atchugarry —vuelvo a 
mencionarlo- señalaba, en su momento, que este tipo de emprendimiento puede alterar el 
endeudamiento del país y afectar, también, lo que tiene que ver con las cuentas públicas. De alguna 
forma, estoy haciendo de abogado del Gobierno en lo que significa un tema de esta naturaleza y de 
estas características. No hay que olvidarse que, de acuerdo con lo que significan las cuentas públicas, 
la situación de los Gobiernos Departamentales tiene incidencia en el Presupuesto Nacional y en el 
superávit primario que el país puede fijarse como objetivo. Esto encierra el peligro de que, obviamente, 
el Parlamento puede terminar siendo un tribunal de alzada, si contemporáneamente tuviéramos varios 
proyectos de una característica que, obviamente, supusiera obligaciones para los Gobiernos 
Departamentales y que, inclusive, excedieran el período de gobierno. 


Simplemente, señor Presidente, quería hacer esta reflexión constructiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A mi juicio, este proyecto de ley apunta a otorgarle iniciativa parlamentaria a 
los Gobiernos Departamentales y, en definitiva, es el Parlamento el que termina aprobando o no esa 
iniciativa. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Imagínese, señor Presidente —y aquí razono por haber estado también del 
otro lado del mostrador- que exista una determinada iniciativa que tenga aprobación de uno o de 
varios Gobiernos Departamentales y que la opinión pública de los departamentos sea favorable a la 
realización del emprendimiento, ¿cómo se impide su aprobación? Reitero que con mi intervención 
quiero aportar a la reflexión, porque después pueden aparecer proyectos -buenos o malos en función 
de cuál sea el Gobierno Departamental que los plantee- y creo que, de alguna forma, tenemos que ser 
custodios para que esta iniciativa pueda ser un instrumento para los Gobiernos Departamentales y no 
sirva para acumular frustraciones o crear expectativas. Creo que lo interesante sería que fuera un 
instrumento que apunte a desarrollar las competencias de los Gobiernos Departamentales pero, 


insisto, en que tenemos que tener la precaución de que no se generen expectativas que después 
terminan en frustración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, como primer punto de la próxima sesión trataríamos este proyecto 
de ley. 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


